INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que cambia la gradualidad de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal.





BOLETÍN N°2.766-07


_______________________________








HONORABLE SENADO:





	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros, en general y en particular, el proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, que ha sido calificado de “Suma Urgencia”.





		Las normas contenidas en los artículos 1º y 3º del proyecto deben ser aprobadas con quórum de ley orgánica constitucional,  en virtud de lo dispuesto en el artículo 80 B y la Disposición Trigésima Transitoria y en el artículo 74, inciso segundo, respectivamente, de la Constitución Política de la República. Lo anterior, en relación con el artículo 63, inciso segundo, de la misma Carta Fundamental.





	Dejamos constancia que la Excelentísima Corte Suprema de Justicia informó favorablemente el proyecto, con algunas observaciones, mediante oficio Nº 1706, de 17 de agosto en curso.





	A la sesión en que se analizó el proyecto asistieron el señor Ministro de Justicia, José Antonio Gómez Urrutia; el Coordinador Legislativo de la Reforma Procesal Penal de ese Ministerio, don Mauricio Decap Fernández; el Asesor de esa Secretaría de Estado, don Raúl Tavolari Oliveros; la Jefa de la Unidad de Delitos Económicos y Funcionarios del Ministerio Público, doña María Eugenia Manaud, y el Jefe del Departamento Jurídico de la Defensoría Penal Pública, don Luis Cordero Vega. 





- - -








ANTECEDENTES





 LEGALES.





	1)  La ley N° 19.640, orgánica constitucional del Ministerio Público, que fija su organización y atribuciones. 





	- El artículo 29 regla la forma en que serán nombrados los fiscales regionales.





	En términos generales, se traduce en la formación de una terna por la Corte de Apelaciones respectiva, acordada por la mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, en un pleno especialmente convocado al efecto.





	Una vez confeccionada la terna, debe ser enviada por la Corte, conjuntamente con los antecedentes de los postulantes, al Fiscal Nacional, quien dentro de los diez días siguientes a la recepción, deberá proceder al nombramiento del fiscal regional.	





	- El artículo 4° transitorio establece la gradualidad para la puesta en vigencia de la reforma procesal penal.





	Señala que las normas que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos, entrarán en vigencia con la gradualidad que indica, computándose los plazos a partir de la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial, esto es, el 15 de octubre de 1999.





	2) La ley N° 19.696, que establece el Código Procesal Penal.





	- El artículo 392, ubicado en el Libro IV, relativo a los procedimientos especiales, regula el procedimiento monitorio.





	Dicho procedimiento se aplica a las faltas que deben sancionarse sólo con pena de multa. En este caso, dentro de los cinco días siguientes a la recepción de la denuncia, el fiscal deberá presentar ante el juez competente el requerimiento, el que además de los requisitos generales relacionados con la individualización del imputado y la disposición legal infringida, deberá contener una proposición sobre el monto de la multa que deberá imponérsele.





	- El artículo 484 hace explícitas las fechas en que empieza a regir el Código Procesal Penal en las distintas regiones del país, disponiendo que ello ocurrirá al término de los plazos establecidos por el artículo 4° transitorio de la ley N° 19.640.





	En su inciso segundo agrega que entra a regir para las regiones de Coquimbo y de la Araucanía, el 16 de diciembre de 2000; para las regiones de Antofagasta, Atacama y del Maule el 16 de octubre de 2001; para la región Metropolitana de Santiago, el 16 de octubre de 2002, y para las regiones de Tarapacá, de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bio-Bio, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena, el 16 de octubre de 2003.





	El inciso tercero señala que, tratándose de la Región Metropolitana de Santiago y de las demás regiones que deben seguirla, la vigencia del Código estará condicionada a la vigencia de la ley que crea la Defensoría Penal Pública.





	3) La ley N° 19.665, que establece una serie de disposiciones que reforman el Código Orgánico de Tribunales y que permitirán la aplicación del nuevo sistema. 





	- El artículo 1° crea un juzgado de garantía con asiento en cada una de las comunas que indica, con el número de jueces y la competencia territorial que en cada caso se señala.





	El acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, establece juzgados de garantía con asiento o sede en cada una de las siguientes comunas: Colina, Pudahuel, Conchalí, Independencia, Las Condes, Cerro Navia, Estación Central, Santiago, Ñuñoa, Maipú, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, Macul, La Florida, La Pintana, Puente Alto, San Bernardo, Buin, Melipilla, Curacaví, Talagante y Peñaflor. Cada uno de estos juzgados tiene un número determinado de jueces y ejerce competencia sobre la comuna que sirve de sede y las demás que en cada caso se indican.





	- El artículo 4° crea un tribunal de juicio oral en lo penal con asiento en cada una de las comunas que indica, con el número de jueces y la competencia territorial que se señala en cada caso.





	En lo que respecta a la comuna de Santa Cruz, señala esta norma que el tribunal de juicio oral en lo penal cuenta con seis jueces y tiene competencia  sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo





	En cuanto a la Región Metropolitana de Santiago, establece tribunales de juicio oral en lo penal con asiento o sede en cada una de las siguientes comunas: Colina, Pudahuel, Independencia, Providencia, Santiago, Maipú, San Miguel, La Florida, Puente Alto, San Bernardo, Melipilla y Talagante. Cada uno de estos tribunales cuenta con un número determinado de jueces y tiene competencia sobre la comuna que le sirve de sede y las demás que se señalan en cada caso.





	- El artículo 7° establece las plantas de personal que tendrán los tribunales de juicio oral en lo penal, en relación al número de jueces que los conforman.





	El inciso final de este artículo permite a la Corte de Apelaciones respectiva, por razones de buen servicio y atendiendo a la carga de trabajo que presente cada tribunal, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, destinar transitoriamente a funcionarios del escalafón de empleados del Poder Judicial de un tribunal de juicio oral en lo penal a otro, ubicado en el mismo territorio jurisdiccional.





	- El artículo 11 introduce diversas modificaciones al Código Orgánico de Tribunales.  Entre otras, agrega un Título II que trata de los Juzgados de Garantía y de los Tribunales de Juicio Oral en lo Penal.





	Dentro de este Título está el artículo 16, que dispone que en cada una de las comunas que indica, existirá un juzgado de garantía, con el número de jueces y la competencia territorial que señala. 





	El acápite de este artículo referido a la Región Metropolitana de Santiago, establece juzgados de garantía con asiento o sede en cada una de las siguientes comunas: Colina, Pudahuel, Conchalí, Independencia, Las Condes, Cerro Navia, Estación Central, Santiago, Ñuñoa, Maipú, Pedro Aguirre Cerda, San Miguel, San Joaquín, Macul, La Florida, La Pintana, Puente Alto, San Bernardo, Buín, Melipilla, Curacaví, Talagante y Peñaflor. Cada juzgado cuenta con un número determinado de jueces y ejerce competencia sobre la comuna que le sirve de sede y las demás que en cada caso se señalan.





	A su turno, el artículo 21 dispone que existirá un tribunal de juicio oral en lo penal en cada una de las comunas que señala, el que tendrá el número de jueces y la competencia territorial que en cada caso se señalan.





	a) La parte de este artículo referido a la Sexta Región, en el párrafo en que trata de la comuna de Santa Cruz, señala que el correspondiente tribunal de juicio oral en lo penal tendrá seis jueces, con competencia sobre las comunas de Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, San Fernando, Pumanque, Santa Cruz, Nancagua, Placilla, Lolol, Chépica y Chimbarongo.





	b) La parte final de este mismo artículo se refiere a la Región Metropolitana, y establece tribunales de juicio oral en lo penal con asiento en cada una de las siguientes comunas: Colina, Pudahuel, Independencia, Providencia, Santiago, Maipú, San Miguel, La Florida, Puente Alto, San Bernardo, Melipilla y Talagante. Cada tribunal cuenta con el número de jueces que se señalan y tiene competencia sobre la comuna que le sirve de sede y las demás que en cada caso se señalan. 





	Finalmente, el artículo 389 G dispone que la certificación de las actuaciones procesales realizadas ante los juzgados de garantía o ante los tribunales de juicio oral en lo penal, sus resoluciones cuando corresponda la formación del estado diario y las autorizaciones del mandato judicial, deberán ser efectuadas por el jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas, de acuerdo a las instrucciones impartidas por la Corte Suprema.





	4) La ley N° 19.718, que creó la Defensoría Penal Pública.





	- El artículo 33 concede a quienes se desempeñan en este servicio, en calidad de personal de planta o a contrata, una asignación de defensa penal pública, por los montos mensuales que se indican, expresados en valores vigentes al 30 de noviembre de 2000, los que se reajustarán en los mismos porcentajes que se fijen para el sector público.





	- El  artículo 3° transitorio dispone que la primera provisión de todos los cargos de la planta de este Servicio, a excepción de los cargos de exclusiva confianza, se hará por medio de concurso público, de acuerdo a las normas de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. 





	El  inciso segundo señala el cronograma a seguir para la provisión de los cargos de la Defensoría Nacional, Defensorías Regionales y Defensorías de la Región Metropolitana de Santiago.





	 El inciso tercero se refiere a la provisión de los cargos de los 145 defensores locales, correspondientes a las defensorías regionales y de la Región Metropolitana, de acuerdo al cronograma que se señala.





	El inciso cuarto señala el número de defensores locales que se contratarán cada año y el grado al cual serán asimilados.





	El inciso quinto condiciona los plazos para la realización de las provisiones señaladas en los incisos anteriores a la entrada en vigencia de la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público y a los recursos que se aprueben en las respectivas leyes anuales de presupuesto del sector público.





	Finalmente, el inciso sexto señala que, durante los plazos señalados en este artículo, los defensores locales podrán asumir la defensa  durante las etapas del procedimiento penal que se requieran.





DE HECHO.





	1) En su discurso de inauguración del año judicial 2001, el Presidente de la Corte Suprema, don Hernán Alvarez García, se refirió a este tema, manifestando lo siguiente:





	“Deseo resaltar lo razonable que resulta tener que iniciar la aplicación del nuevo sistema, en conformidad al proceso de gradualidad previsto, cuya primera fase ya está iniciada en las respectivas regiones pilotos; la segunda fase se emprenderá a partir del 16 de octubre de este año, en las regiones II, III y VII; y a fines de 2002, según lo previsto, en la Región Metropolitana; y en las restantes regiones del país, a fines del año 2003.  Todo esto, respecto de las dos últimas fases mencionadas, siempre que no se produzca un ajuste de la gradualidad, que me parece aconsejable estudiar, atendida la envergadura que presenta y tendrá la implementación y puesta en marcha del nuevo sistema en la Región Metropolitana.





	La virtud que fluye de una prudente gradualidad es que permitirá advertir, dentro de un plazo razonable, las ventajas que confiamos arroje el nuevo sistema y también las deficiencias que pudiere presentar, lo cual facilitará corregirlas con la debida oportunidad, mediante las adecuaciones legislativas que correspondieren.”.





	2) El señor Ministro de Justicia, se refirió a la materia en la sesión celebrada por esta Comisión el 7 de marzo de este año, oportunidad en la cual expuso detalladamente las razones que justifican cambiar la gradualidad prevista para la entrada en vigor de la reforma procesal penal en la Región Metropolitana de Santiago.





	En dicha sesión la Comisión, integrada por los HH. Senadores señores Díez (Presidente), Chadwick, Vega (quien reemplazó al H. Senador Aburto) y Silva, luego de conocer tales antecedentes, manifestó su opinión favorable a las enmiendas respectivas.





	3) El Mensaje con que S.E. el Presidente de la República acompañó el proyecto señala que la reforma procesal penal ha comenzado a implementarse exitosamente en las regiones Cuarta de Coquimbo y Novena de La Araucanía, producto del esfuerzo desplegado por el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública y demás servicios que indica, así como también por el trabajo desarrollado por  las Corporaciones de Asistencia Judicial, los Ministerios de Obras Públicas, de Hacienda, de Bienes Nacionales, de Planificación y Cooperación, la Contraloría General de la República y las autoridades regionales, todos los que han tenido una relevante participación en el proceso de implementación, sin olvidar la labor de otras entidades como universidades, corporaciones y fundaciones.





	En lo que dice relación con la entrada en vigencia de la reforma, señala que la Disposición Trigésima Sexta Transitoria de la Constitución Política, autorizó que la Ley Orgánica Constitucional del Ministerio Público estableciera diferentes fechas para la puesta en vigor de sus normas, cuestión que concretó, posteriormente, el artículo 4° transitorio de la citada ley orgánica constitucional, fijando la gradualidad de los plazos con que se aplicaría dicha reforma en las diferentes regiones del país. Sobre este mismo punto y saliendo al paso de diversas interpretaciones acerca de las fechas exactas en que debería entrar en vigor esta nueva normativa, se agregó un nuevo artículo 484 al Código Procesal Penal que efectuó las precisiones correspondientes.





	Añade el Mensaje que ha sido posible observar que el calendario fijado para la aplicación gradual de la reforma, presenta una serie de dificultades de tipo práctico que dicen relación con las siguientes materias:





	1° La incompatibilidad entre los plazos de diseño y construcción de las edificaciones que se requieren para el funcionamiento de los nuevos tribunales, fiscalías y defensorías, con los plazos fijados para la puesta en vigor de la reforma en las distintas regiones, a modo de ejemplo, cita la situación que se produce en la Región Metropolitana, la que concentra 23 juzgados de garantía, 12 tribunales del juicio oral en lo penal, 1 fiscalía nacional, 4 fiscalías regionales, 23 fiscalías locales, 1 defensoría nacional, 2 defensorías regionales y 15 defensorías locales.





	2° La insuficiencia de los plazos fijados para la puesta en vigencia del nuevo sistema para capacitar a todo el personal que requiere la reforma.  A modo de ejemplo, se señala el caso de la Región Metropolitana, que concentra 152 jueces de garantía, 150 jueces de tribunal del juicio oral en lo penal, 267 fiscales adjuntos, 4 fiscales regionales, 37 defensores locales, 2 defensores regionales, más el necesario personal profesional, técnico, administrativo y auxiliar.





	3° Desde otro punto de vista, cabe considerar el cambio substancial que experimenta el desarrollo del proceso penal nuevo, el que implica nuevos diseños organizacionales de las diversas instituciones que participan del sistema a los que deben adaptarse también las policías, gendarmes, peritos y demás funcionarios públicos incluídos. Es decir, de mantenerse la actual gradualidad, la reforma entraría en vigor encontrándose aún en plena fase de adaptación a los nuevos mecanismos, las entidades encargadas de su aplicación, generándose, seguramente, eventuales fisuras que podrían someter a la reforma a presiones inconvenientes.





	Estima el Mensaje la conveniencia de que el proyecto sobre normas adecuatorias al nuevo Código Procesal Penal se convierta en ley y sus disposiciones reciban suficiente aplicación para que se entiendan debidamente incorporadas en las prácticas de fiscales, jueces y defensores, antes de su aplicación en la Región Metropolitana.





	Añade que, con la finalidad de disminuir al máximo el impacto que pueda producir este ajuste, se ha limitado la reprogramación al menor número de regiones, anticipando la entrada en vigencia de la reforma en tres regiones y postergando sólo a la Región Metropolitana, que es la que ofrece mayores dificultades.





	Agrega, asimismo, que todos los miembros de la Comisión de Coordinación de la Reforma Procesal Penal y el Gobierno, se han comprometido a trabajar para que la Región Metropolitana se incorpore al nuevo sistema de enjuiciamiento criminal con todos los recursos y herramientas necesarias para su funcionamiento y operación y con un proceso penal ya consolidado gracias a su aplicación práctica en el resto del país.





	Finalmente, el Mensaje fundamenta también la agrupación de los tribunales con competencia en materia penal en la provincia de Santiago, señalando que con la modificación del asentamiento geográfico de las edificaciones que ello conlleva, se cautela la seguridad ciudadana y se evitan los riesgos asociados al traslado de personas imputadas por crímenes o simples delitos, precisando que las construcciones que cobijarán a los juzgados de garantía, tribunales del juicio oral en lo penal, fiscalías y defensorías, podrán erigirse en los alrededores de los respectivos establecimientos penitenciarios.





	4) El informe de la Excma. Corte Suprema, contenido en su oficio Nº 1706, de 17 de agosto de 2001, hace saber la conformidad de esa Corte con el proyecto, sin perjuicio de formularle algunas observaciones y estimar que sobrepasa su objetivo, porque además de cambiar la fecha de entrada en vigencia de la reforma, cambia la integración y competencia de numerosos tribunales que aún no han entrado en funcionamiento. Señaló asimismo que el texto no contempla una norma que señale la fecha de entrada en vigencia de las diversas modificaciones que se introducen, las que indudablemente no pueden operar de inmediato.





	5) El señor Fiscal Nacional hizo llegar a la Comisión memorándum de fecha 17 del corriente, haciendo presente, la opinión del Ministerio Público acerca del proyecto de ley, en lo que dice relación con materias de su competencia.





- - -








DISCUSIÓN GENERAL





	La Comisión observó que la iniciativa legal apunta a siete propósitos específicos: cambiar la gradualidad prevista para la entrada en vigencia de la reforma procesal penal (artículos 1º, número 2, 2º, número 2 y 4º, número 2); regular la provisión de los cargos de fiscales regionales de la región metropolitana (artículo 1º, número 1); ampliar la aplicación del procedimiento monitorio (artículo 2º, número 1); redistribuir los asientos y la competencia de algunos juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal (artículo 3º, números 1, 2 y 4 letras a) y b); permitir el reforzamiento transitorio de los juzgados de garantía con empleados de los tribunales de juicio oral (artículo 3º, número 3); reducir las atribuciones del jefe de la unidad de administración de causas (artículo 3º, número 4 letra c), y sustituir determinados montos de la asignación de defensa penal pública (artículo 4º, número 1).





	La Comisión no tuvo mayores dudas en prestar su aprobación general al proyecto de ley, toda vez que, en lo sustancial, materializa el cambio de gradualidad sobre el cual había sido acabadamente informada por el señor Ministro de Justicia, en la sesión celebrada el 7 de marzo del año en curso.





	Tuvo en cuenta además la favorable opinión que, en términos generales, le ha merecido a la Excma. Corte Suprema y al Ministerio Público.





	En consecuencia, lo aprobó en general por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Aburto, Díez y Parra.








DISCUSION PARTICULAR





Artículo 1º





	Modifica la ley 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.





Nº1)





	Agrega un inciso final al artículo 29. Esta  disposición regula la forma en que serán nombrados los fiscales regionales. Para este efecto se debe formar una terna por parte de la Corte de Apelaciones respectiva o si existiere más de una por el pleno conjunto de todas ellas, previo a lo cual deberá llamarse a concurso público de antecedentes.  La terna se confeccionará con quienes obtuvieran las tres más altas mayorías, obtenidas en  una misma y única votación, y será enviada al fiscal nacional, quien dentro de los diez días siguientes debe proceder nombramiento del fiscal regional.





	El proyecto propone dar reglas especiales para el caso en que deban designarse dos o más cargos de fiscal regionales en la región Metropolitana de Santiago.  Dispone que se hará un solo concurso público, pero el pleno conjunto de las Cortes de Santiago y San Miguel deben formar ternas en series de dos, de manera que una vez resuelta una de ellas por el fiscal nacional se confeccione la siguiente. La propuesta que formule el pleno de las cortes se hará conforme al orden que el Fiscal Nacional hubiere determinado, aplicándose en lo demás las reglas de los incisos anteriores.





	El Ejecutivo explicó que, de acuerdo a la norma vigente, tendrían que realizarse cuatro concursos públicos, para que en cada oportunidad se reúnan las Cortes de Apelaciones de Santiago y San Miguel, que reúnen a 38 Ministros y confeccionen la terna. Con la reforma, se realizarán sólo dos concursos, confeccionándose en cada oportunidad dos ternas para ser resueltas por el Fiscal Nacional, de manera que no se dilate en exceso el proceso de nombramiento de éstos, pero a la vez se optimicen las oportunidades para los postulantes. 





	El señor Fiscal Nacional consideró que sería preferible establecer que el pleno conjunto confeccione las ternas a medida que vayan siendo resueltas, de manera que quienes no resulten seleccionados al resolverse la primera, puedan ser considerados en la segunda y, así sucesivamente, hasta la cuarta o última de ellas, según el caso.  Añadió que convendría aclarar que esta formula se aplicará, por primera vez, cuando deban proveerse los cuatro cargos de fiscales regionales de la región Metropolitana de Santiago.





	El señor Ministro de Justicia observó, al respecto, que la experiencia práctica en materia de formación de ternas demuestra que no se producen cambios sustanciales en la integración, cuando se trata de proveer cargos similares.  Por ese motivo, si se acogiera el planteamiento del señor Fiscal Nacional éste incluso podría ver reducidas sus opciones, si, resuelta la primera terna, el pleno de la Corte de Apelaciones se limitara a agregar un nuevo nombre a los dos ya previsto con anterioridad.  Sostuvo que, por otra parte, hay razones funcionales, derivada del alto número de ministros llamados a integrar el pleno, que hacen aconsejable que se reúnan sólo en dos ocasiones y no en cuatro.





	La Comisión aceptó ese criterio estimando, por otro lado, que la redacción inicial del precepto, al aludir a la necesidad de proveer dos o más cargos de fiscal regional en Santiago, cubre suficientemente la primera provisión de los cuatro cargos respectivos.





Nº2)





	Modifica el artículo cuarto transitorio de la siguiente forma:





	a) La letra a) sustituye el inciso primero que establece la gradualidad para la puesta en vigencia de la reforma procesal penal, determinando que el plazo para que la normativa entre en vigencia en  la Cuarta y Novena  regiones sea de catorce meses, en la Segunda, Tercera y Séptima regiones en 24 meses, en la Región Metropolitana de treinta y seis meses, y en la Primera, Quinta, Sexta, Décima, Undécima y Duodécima regiones de 48 meses.





	El proyecto altera la gradualidad estableciéndola como sigue:





	Cuarta y Novena regiones el 16 de diciembre 2000.





	Segunda, Tercera y Séptima regiones el 16 de octubre 2001.





	Primera, Undécima y Duodécima regiones el 16 de diciembre de 2002.





	Quinta, Sexta Séptima y Décima regiones el 16 de diciembre de 2003.





	Finalmente la Región metropolitana el 16 de diciembre 2004.





	De esta forma, se produce el adelantamiento de las regiones I, XI y XII al 16 de diciembre de 2002, postergando la Región Metropolitana para el año 2004.





	b) con la letra b) deroga el inciso tercero del mismo artículo cuarto transitorio.





	El artículo, con modificaciones, fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Parra y Viera-Gallo.





Artículo 2º





	Introduce modificaciones a la ley 19.696, que establece el Código Procesal Penal.





	1) Reemplaza el inciso primero del artículo 392. Esta disposición que se encuentra ubicada entre los procedimientos especiales regula el procedimiento monitorio aplicable a las faltas que deban sancionarse sólo con pena de multa, estableciendo un procedimiento breve en el cual dentro los cinco días siguientes a la recepción de la denuncia, el fiscal debe presentar ante el juez competente el requerimiento, el que además de los requisitos generales de contener una proposición sobre el monto de la multa a  imponer.





	El proyecto propone sustituir el inciso primero para precisar que este procedimiento se aplica cuando fuere el fiscal quien solicitare la pena de multa.





	El Ejecutivo indicó que la modificación tiene la finalidad de que, tratándose de faltas, siempre que el fiscal solicite pena de multa pueda llevarse a través del procedimiento monitorio y no se interprete este procedimiento de manera restrictiva, considerando que resulta sólo aplicable para aquellos casos en que la falta tiene en la ley asignada una pena de multa, como ha ocurrido en algunos juzgados y fiscalías.





	La Comisión estuvo de acuerdo con la propuesta, pero decidió adicionarla en el sentido de suprimir el plazo de cinco días que se contemplan para que el Fiscal presente el requerimiento, que no se justifica e incluso, resulta inconveniente en determinados casos.





	2) 	En el Nº2 del artículo 2º del proyecto de ley, se modifica el artículo 484, sustituyendo los incisos segundo y tercero, para los efectos de introducir el cambio de gradualidad en los términos ya señalados.





	Cabe recordar que se introdujo la vigencia gradual de la reforma procesal penal en el Código Procesal Penal, para los efectos de precisar el día específico en que ésta regía, debido a las interpretaciones disímiles que había originado los términos en que se encontraba redactado el artículo 4º transitorio de la Ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público.





	El artículo, con modificaciones, fue aprobado por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Díez, Parra y Viera-Gallo.





Artículo 3º





Nº1)





	Modifica la Ley Nº 19.665, que reforma el Código Orgánico de Tribunales, sustituyendo en el artículo 1º el acápite relativo a la Región Metropolitana, efectuando una nueva agrupación de los tribunales de la Región Metropolitana.





	Explicó el Ejecutivo que la nueva agrupación de los juzgados de garantía y de los tribunales del juicio oral en lo penal de la Región Metropolitana de Santiago, permite la creación de seis grandes polos de justicia: Colina, Santiago, Puente Alto, San Bernardo, Melipilla y Talagante. 





Nº2)





	Modifica el artículo 4º.





	La letra a) crea el tribunal de juicio oral en lo penal de San Fernando, dividiendo el actual tribunal de juicio oral en lo penal de Santa Cruz.





	Explicó el Ejecutivo que la modificación obedece a la circunstancia de que la capital provincial es San Fernando y ha existido una persistente y variada petición en tal sentido.





	La letra b) sustituye el acápite relativo a la Región Metropolitana, para recoger las modificaciones en los asientos y las competencias respectivas.





Nº3





	Modifica el artículo 7º inciso final, para flexibilizar la destinación transitoria de funcionarios de un tribunal de juicio oral en lo penal a un juzgado de garantía dentro de la misma Corte de Apelaciones. 





	Se explicó que de acuerdo a la norma vigente, es posible la destinación transitoria de un juzgado de garantía a otro juzgado de garantía y de un tribunal de juicio oral en lo penal a otro tribunal de juicio oral en lo penal y, dada la diferente carga de trabajo entre unos y otros, se hace aconsejable flexibilizar más todavía la norma en el sentido propuesto.





Nº4)





	Introduce cuatro modificaciones al artículo 11, que a su vez sustituyó diversas disposiciones del Código Orgánico de Tribunales.





	a) Modifica el nuevo artículo 16, agregado al Código por el mencionado artículo 11, para incorporar la proposición formulada por el Nº1 del artículo 3º, modificando la composición de los tribunales de la Región Metropolitana de Santiago .





	b) Modifica el artículo 21 para recoger las modificaciones que se incorporaron a los acápites relativos a la Sexta Región y a la Región Metropolitana, de acuerdo a la propuesta aprobada en el Nº2 del artículo 3º.





	c) Sustituye el artículo 389 G del Código Orgánico de Tribunales, con la finalidad de eliminar la función de certificación de las actuaciones judiciales que pesa actualmente sobre el jefe de la unidad de administración de causas, dejándole sólo la autorización del mandato judicial. 





	Explicó el Ejecutivo que con ello se persigue evitar la ritualización y formalización de la etapa de la investigación en sede judicial, evitando que un jefe de unidad esté cumpliendo funciones meramente formales.





	La Comisión optó por aclarar las reglas sobre competencia de los juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal en las comunas de la Región Metropolitana de Santiago que no subsisten mencionadas en forma separada en virtud de la propuesta contenida en el proyecto de ley.  Al efecto, estableció con precisión el número de tribunales, la cantidad de jueces que lo conformarán, el asiento que todos ellos tendrán en la comuna de Santiago y las comunas determinadas sobre las cuales tendrán competencia.  Para dar la necesaria flexibilidad dentro de este marco legal, se permitió al Presidente de la República, previo informe favorable de la correspondiente Corte de Apelaciones, que determine el número de jueces que se desempeñarán en cada tribunal, de acuerdo a las circunstancias.  Con esto último no hizo sino seguir el criterio, todavía más amplio, que contempla el artículo 43 del Código Orgánico de Tribunales para el caso de los juzgados de la Región Metropolitana de Santiago.





	Por otro lado, la Comisión aceptó la posibilidad de reforzar transitoriamente a los juzgados de garantía con personal de empleados pertenecientes a los tribunales de juicio oral en lo penal ubicados dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte de Apelaciones.





	Estuvo de acuerdo también con la división del tribunal de juicio oral en lo penal de Santa Cruz, que permite la creación de otro en la ciudad de San Fernando.





	Por último, conciliando la propuesta del Ejecutivo y las prevenciones formuladas por la Excma. Corte Suprema y el Fiscal Nacional, estuvo de acuerdo en reducir las atribuciones de ministro de fe que tiene actualmente el jefe de la unidad administrativa que tiene a su cargo la administración de causas del tribunal, refiriéndolas tanto a la autorización del mandato judicial como a efectuar sólo aquellas certificaciones que la ley señale en forma expresa.





	Tales acuerdos se tomaron por unanimidad, con los votos favorables de los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez, Parra y Viera-Gallo.





Artículo 4º





	Modifica la Ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, en el sentido siguiente:





Número 1)





	Se sustituyen, en el artículo 33, los montos mensuales de las asignaciones de defensa penal pública desde los profesionales grado 5.





	Se informó a la Comisión que el cambio obedece a la necesidad de ajustarlos al informe financiero emitido por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, durante la tramitación del proyecto de ley correspondiente.  Las cantidades contemplan el reajuste otorgado al sector público en el mes de Diciembre de 2000.





	La Comisión advirtió que, al estar actualizadas las cantidades que se sustituyen, se producirá una desarmonía con los cinco cargos superiores de la planta, que permanecerán expresados en valores vigentes al 30 de noviembre de 2000.  Para evitar cualquier duda, prefirió incorporar expresamente en el texto la circunstancia de que la sustitución regirá a contar de la fecha de publicación de esta ley.





Número 2)





	En el artículo 3º transitorio, sustituye los incisos 2º, 3º, 4º y 5º, por uno nuevo que propone la conformación gradual para las defensorías regionales y locales,  dejándolo entregado a los recursos que se aprueben año a año en la Ley de Presupuestos del Sector Público.





	Estimó el Ejecutivo que esta modificación elimina las rigideces en la provisión de cargos contempladas en la ley, y deja a la Defensoría Penal Pública en similares condiciones a las que se encuentra el Ministerio Público.





	Esta propuesta fue debatida intensamente por la Comisión, la que consideró que si bien el cronograma previsto en este artículo para la provisión de los cargos queda parcialmente obsoleto con la modificación de la entrada en vigencia paulatina de la reforma procesal penal, habría sido preferible mantener esa fórmula, que fue estudiada con acuciosidad durante la tramitación de la Ley Orgánica de la Defensoría Penal Pública.  Sin perjuicio de ello, se inclinó por aceptar la propuesta del Ejecutivo.





	Al mismo tiempo, prefirió reemplazar también el inciso sexto y final de este artículo, para armonizarlo con la sustitución precedente.





	- El artículo fue aprobado con modificaciones con los votos de los HH. Senadores señores Aburto, Chadwick, Díez y Parra.





- - -








MODIFICACIONES





	En concordancia con los acuerdos consignados anteriormente, os proponemos las siguientes modificaciones al texto de la H. Cámara de Diputados:





Artículo 1º





	En el número 1), reemplazar la frase ”de ellas por el Fiscal Nacional, confeccione la siguiente” por “serie por el Fiscal Nacional, se proceda a confeccionar la siguiente serie”.





Artículo 2º


	Sustituir el número 1) por el siguiente:





	1) Reemplázase el inciso primero del artículo 392, por el siguiente:





	"Artículo 392.- Procedimiento monitorio. Se aplicará el procedimiento monitorio a la tramitación de las faltas respecto de las cuales el fiscal pidiere sólo pena de multa. En el requerimiento señalado en el artículo precedente el fiscal indicará el monto de la multa que solicitare imponer.".





Artículo 3º





	En el número 1), reemplazar el párrafo final por el siguiente:





	“Habrá además quince juzgados de garantía, con ciento cincuenta y dos jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia, Recoleta, Las Condes, Lo Barnechea, Vitacura, la Reina, Cerro Navia, Lo Prado, Estación Central, Quinta Normal, Santiago, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, Macul, Peñalolén, La Florida, La Pintana y San Ramón. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada juzgado de garantía, de acuerdo a las circunstancias.".”





	En el número 2), letra b), reemplazar el párrafo final por el siguiente:





	“Habrá además siete tribunales de juicio oral en lo penal, con ciento cincuenta jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Lo Prado, Cerro Navia, Independencia, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Recoleta, Providencia, Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Ñuñoa, La Reina, Santiago, Quinta Normal, Estación Central, Maipú, Cerrillos, San Miguel, Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque, La Pintana, La Florida, Macul, Peñalolén. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada tribunal de juicio oral en lo penal, de acuerdo a las circunstancias.".”.





	En el número 4) letra a), sustituir el párrafo final por el que sigue:





	“Habrá además quince juzgados de garantía, con ciento cincuenta y dos jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia, Recoleta, Las Condes, Lo Barnechea, Vitacura, la Reina, Cerro Navia, Lo Prado, Estación Central, Quinta Normal, Santiago, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, Macul, Peñalolén, La Florida, La Pintana y San Ramón. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada juzgado de garantía, de acuerdo a las circunstancias.".”.





	En el número 4), letra b), acápite ii), reemplazar su párrafo final por el siguiente:





	“Habrá además siete tribunales de juicio oral en lo penal, con ciento cincuenta jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Lo Prado, Cerro Navia, Independencia, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Recoleta, Providencia, Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Ñuñoa, La Reina, Santiago, Quinta Normal, Estación Central, Maipú, Cerrillos, San Miguel, Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque, La Pintana, La Florida, Macul, Peñalolén. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada tribunal de juicio oral en lo penal, de acuerdo a las circunstancias.”.





	Sustituir la letra c) por la que sigue:





	c) Sustitúyese el artículo 389 G, por el siguiente: 





	"Artículo 389 G.- Corresponderá al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas del respectivo juzgado o tribunal autorizar el mandato judicial y efectuar las certificaciones que la ley señale expresamente.".





Artículo 4º





	En el número 1), reemplazar el encabezamiento por el siguiente:





	“1)	Sustitúyense en el artículo 33, a contar de la fecha de publicación de esta ley, los montos mensuales que se indican a partir de los profesionales grado 5, por los siguientes:”.





	En el número 2, efectuar los siguientes cambios:


	a) Reemplazar el encabezamiento por el siguiente:


	“2) 	Sustitúyense, en el artículo 3º transitorio, los incisos segundo y siguientes, por los incisos segundo y tercero, nuevos, que se indican a continuación:”.





	b) Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:


	“Mientras no se conformen esas defensorías, los defensores locales podrán asumir la defensa durante las etapas del procedimiento penal que se requiera.".





- - -





	De aprobarse las modificaciones sugeridas por vuestra Comisión el proyecto de ley quedaría como sigue:








PROYECTO DE LEY





	"Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:





	1)  Incorpórase en el artículo 29, el siguiente inciso final, nuevo: 





	"En el caso de la Región Metropolitana de Santiago, si debieren proveerse dos o más cargos de fiscal regional, se efectuará un solo concurso público. Los postulantes indicarán el cargo en el que se interesaren y, si nada manifestaren, se entenderá que optan a todos ellos. El pleno conjunto de las Cortes de Apelaciones de Santiago y de San Miguel elaborará las ternas en series de dos, de manera que sólo una vez resuelta la primera serie por el Fiscal Nacional, se proceda a confeccionar la siguiente serie. Las propuestas se harán conforme al orden en que éste hubiere determinado la sede y la distribución territorial de las fiscalías. En lo demás, se aplicarán las reglas establecidas en los incisos precedentes.".





	2)  Modifícase el artículo 4º transitorio en la siguiente forma: 





	a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:





	"Artículo 4°.- Las normas que autorizan al Ministerio Público para ejercer la acción penal pública, dirigir la investigación y proteger a las víctimas y los testigos, entrarán en vigencia con la gradualidad que se indica a continuación:





IV y IX Regiones.........	16 de diciembre de 2000.


II, III y VII Regiones.. 	16 de octubre     de 2001.


I, XI y XII Regiones.....	16 de diciembre de 2002.


V, VI, VIII y X Regiones.	16 de diciembre de 2003.


Región Metropolitana.....	16 de diciembre de 2004.".





	b) Derógase el inciso tercero.





	Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.696, que establece el Código Procesal Penal:





	1)  Reemplázase el inciso primero del artículo 392, por el siguiente:





	"Artículo 392.- Procedimiento monitorio. Se aplicará el procedimiento monitorio a la tramitación de las faltas respecto de las cuales el fiscal pidiere sólo pena de multa. En el requerimiento señalado en el artículo precedente el fiscal indicará el monto de la multa que solicitare imponer.".





	2)  Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 484, por el siguiente: 





	"En consecuencia, regirá para las regiones de Coquimbo y de la Araucanía, desde el 16 de diciembre de 2000; para las regiones de Antofagasta, Atacama y del Maule, desde el 16 de octubre de 2001; para las regiones de Tarapacá, de Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la Antártica Chilena, desde el 16 de diciembre de 2002; para las regiones de Valparaíso, del Libertador General Bernardo O’Higgins, del Bío-Bío y de Los Lagos, desde el 16 de diciembre de 2003; y para la Región Metropolitana de Santiago, desde el 16 de diciembre de 2004.".





	Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.665, que reformó el Código Orgánico de Tribunales:





	1) Sustitúyese, en el artículo 1º, el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 





	"Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.





	Puente Alto, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.





	San Bernardo, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.





	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.





	Talagante, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.





	 Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Curacaví y María Pinto.





	Habrá además quince juzgados de garantía, con ciento cincuenta y dos jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia, Recoleta, Las Condes, Lo Barnechea, Vitacura, la Reina, Cerro Navia, Lo Prado, Estación Central, Quinta Normal, Santiago, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, Macul, Peñalolén, La Florida, La Pintana y San Ramón. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada juzgado de garantía, de acuerdo a las circunstancias.".





	2)  Modifícase el artículo 4º del siguiente modo:





	a) Sustitúyese, en el acápite relativo a la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, el asiento correspondiente a Santa Cruz, por el siguiente: 





	"San Fernando, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.





	Santa Cruz, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, Pumanque, Nancagua, Lolol y Chépica.".





	b) Sustitúyese el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 





	"Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.





	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.





	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.





	Melipilla, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro, Alhué, Curacaví y María Pinto. 





	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.





	Habrá además siete tribunales de juicio oral en lo penal, con ciento cincuenta jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Lo Prado, Cerro Navia, Independencia, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Recoleta, Providencia, Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Ñuñoa, La Reina, Santiago, Quinta Normal, Estación Central, Maipú, Cerrillos, San Miguel, Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque, La Pintana, La Florida, Macul, Peñalolén. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada tribunal de juicio oral en lo penal, de acuerdo a las circunstancias.".





	3) Introdúcese, en el inciso final del artículo 7º, a continuación de las expresiones "a otro", la frase "o a un juzgado de garantía".





	4) Modifícase el artículo 11, que introdujo diversas modificaciones al Código Orgánico de Tribunales, del siguiente modo:





	a) Sustitúyese, en el artículo 16, el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 





	"Colina, con cuatro jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.





	Puente Alto, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.





	San Bernardo, con diez jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.


	Melipilla, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro y Alhué.





	Talagante, con siete jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.





	Curacaví, con dos jueces, con competencia sobre las comunas de Curacaví y María Pinto.





	Habrá además quince juzgados de garantía, con ciento cincuenta y dos jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Independencia, Recoleta, Las Condes, Lo Barnechea, Vitacura, la Reina, Cerro Navia, Lo Prado, Estación Central, Quinta Normal, Santiago, Ñuñoa, Providencia, Maipú, Cerrillos, Pedro Aguirre Cerda, Lo Espejo, San Miguel, La Cisterna, El Bosque, San Joaquín, La Granja, Macul, Peñalolén, La Florida, La Pintana y San Ramón. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada juzgado de garantía, de acuerdo a las circunstancias.".





	b)  Modifícase el artículo 21 de la siguiente manera:





	i.- Sustitúyese, en el acápite relativo a la Sexta Región del Libertador General Bernardo O’Higgins, el asiento correspondiente a Santa Cruz, por el siguiente: 





	"San Fernando, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de San Fernando, Placilla y Chimbarongo.





	Santa Cruz, con tres jueces, con competencia sobre las comunas de Santa Cruz, Navidad, Litueche, La Estrella, Pichilemu, Marchigüe, Paredones, Peralillo, Palmilla, Pumanque, Nancagua, Lolol y Chépica.".





	ii.- Sustitúyese el acápite relativo a la Región Metropolitana de Santiago, por el siguiente: 





	"Colina, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Til Til, Colina y Lampa.





	Puente Alto, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de Puente Alto, San José de Maipo y Pirque.





	San Bernardo, con nueve jueces, con competencia sobre las comunas de San Bernardo, Calera de Tango, Buin y Paine.





	Melipilla, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Melipilla, San Pedro, Alhué, Curacaví, María Pinto. 





	Talagante, con seis jueces, con competencia sobre las comunas de Talagante, El Monte, Isla de Maipo, Peñaflor y Padre Hurtado.





	Habrá además siete tribunales de juicio oral en lo penal, con ciento cincuenta jueces, que tendrán asiento en la comuna de Santiago y competencia sobre las siguientes comunas: Pudahuel, Lo Prado, Cerro Navia, Independencia, Quilicura, Huechuraba, Renca, Conchalí, Recoleta, Providencia, Lo Barnechea, Vitacura, Las Condes, Ñuñoa, La Reina, Santiago, Quinta Normal, Estación Central, Maipú, Cerrillos, San Miguel, Lo Espejo, Pedro Aguirre Cerda, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque, La Pintana, La Florida, Macul, Peñalolén. El Presidente de la República, previo informe favorable de la Corte de Apelaciones que corresponda, podrá determinar el número de jueces que se desempeñarán en cada tribunal de juicio oral en lo penal, de acuerdo a las circunstancias.".





	c) Sustitúyese el artículo 389 G, por el siguiente: 





	"Artículo 389 G.- Corresponderá al jefe de la unidad administrativa que tenga a su cargo la administración de causas del respectivo juzgado o tribunal autorizar el mandato judicial y efectuar las certificaciones que la ley señale expresamente.".





	Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública:





	1)	Sustitúyense en el artículo 33, a contar de la fecha de publicación de esta ley, los montos mensuales que se indican a partir de los profesionales grado 5, por los siguientes:


"$	740.414


$	613.191


$	584.633


$	548.325


$	517.372


$	487.324


$	432.346


$	381.128


$	335.941


$	353.502


$	282.690


$	248.846


$	195.296


$	167.102


$	99.435


$	68.796


$	58.865


$	48.470


$	40.085


$	32.919


$	29.433


$	26.824


$	22.184


$	18.217


$	15.254.".





	2)	Sustitúyense, en el artículo 3º transitorio, los incisos segundo y siguientes, por los incisos segundo y tercero, nuevos, que se indican a continuación: 





		"Dentro de los plazos y en las regiones indicadas en el artículo 4º transitorio de la ley Nº 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público, se conformarán gradualmente las defensorías regionales y locales, de acuerdo con los recursos que se aprueben en las respectivas leyes de Presupuesto del Sector Público.





	Mientras no se conformen esas defensorías, los defensores locales podrán asumir la defensa durante las etapas del procedimiento penal que se requiera.".".





- - -


�



	Acordado en la sesión de fecha 21 de agosto de 2001 con asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Marcos Aburto Ochoa, Andrés Chadwick Piñera, Augusto Parra Muñoz  y José Antonio Viera-Gallo Quesney.





	Sala de la Comisión, a 21 de agosto de 2001.


















































	JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


                                     Secretario
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RESEÑA





I.	BOLETÍN Nº: 2.766-07.





II.	MATERIA: Proyecto de ley que cambia la gradualidad de la entrada en vigencia de la reforma procesal penal.





III.	ORIGEN: Mensaje de S.E. el Presidente de la República.


IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.





V.	APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Fue aprobado en general y en particular, con el voto a favor de 70 señores Diputados, de 119  en ejercicio.





VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO:14 de agosto de 2001.





VII.	TRÁMITE REGLAMENTARIO: Primer trámite, en general y en particular..





VIII.	URGENCIA: El proyecto tiene urgencia calificada de “suma”.





LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA


	 MATERIA: Ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio 


	Público; ley N° 19.696, establece el Código Procesal Penal; ley N° 19.665 reforma el Código Orgánico de Tribunales, y ley N° 19.718, creó la Defensoría Penal Pública.





X.	ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: El proyecto consta de cuatro artículos, cada uno de los cuales se subdivide en varios numerales  





PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:  La iniciativa legal apunta a siete propósitos específicos: cambiar la gradualidad prevista para la entrada en vigencia de la reforma procesal penal (artículos 1º, número 2, 2º, número 2 y 4º, número 2); regular la provisión de los cargos de fiscales regionales de la región metropolitana (artículo 1º, número 1); ampliar la aplicación del procedimiento monitorio (artículo 2º, número 1); redistribuir los asientos y la competencia de algunos juzgados de garantía y tribunales de juicio oral en lo penal (artículo 3º, números 1, 2 y 4 letras a) y b); permitir el reforzamiento transitorio de los juzgados de garantía con empleados de los tribunales de juicio oral (artículo 3º, número 3); reducir las atribuciones del jefe de la unidad de administración de causas (artículo 3º, número 4 letra c), y sustituir determinados montos de la asignación de defensa penal pública (artículo 4º, número 1).


   





XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Las normas contenidas en los artículos 1º y 3º del proyecto son de rango orgánico constitucional. 





XIII.	ACUERDOS: El proyecto y las modificaciones que se proponen fueron aprobados por unanimidad de la Comisión (3 x 0), (4 x 0) y (5 x 0).





		José Luis Alliende Leiva


		     Secretario





Valparaíso, 21 de agosto de 2001.
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